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Comunidad indigena Yakye Axa vs Paraguay

Hechos

Los hechos del presente caso se relacionan con la Comunidad indígena Yakye 
Axa, conformada por más de 300 personas. A finales del siglo XIX grandes 
extensiones de tierra del Chaco paraguayo fueron vendidas.  En esa misma época 
y como consecuencia de la adquisición de estas tierras por parte de empresarios 
británicos, comenzaron a instalarse varias  misiones de la iglesia anglicana en 
la zona. Asimismo, se levantaron algunas estancias ganaderas de la zona. Los 
indígenas que habitaban estas tierras fueron empleados en dichas estancias.  

A principios del año 1986 los miembros de la Comunidad indígena Yakye 
Axa se trasladaron a otra extensión de tierra debido a las graves condiciones de 
vida que tenían en las estancias ganaderas. No obstante, ello no trajo consigo una 
mejoría en las condiciones de vida de los miembros de  la Comunidad. Es así 
como en 1993 los miembros de la Comunidad decidieron iniciar los trámites para 
reivindicar las tierras que consideran como su hábitat tradicional. Se interpusieron 
una serie de recursos, lo cuales no generaron resultados positivos.

Desde el año 1996 parte de la Comunidad Yakye Axa está asentada al 
costado de una carretera. En este lugar se encuentran asentadas un número que 
oscila entre 28 a 57 familia.  El grupo restante de miembros de la Comunidad 
Yakye Axa permanecen en algunas aldeas de la zona.

I. Fondo

I.  Violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana (Garantías  
judiciales y protección judicial) en relación con los artículos 1.1 y 2 de la  
misma
Los recursos efectivos que  los Estados deben ofrecer conforme al artículo 25 
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de la Convención Americana, deben ser sustanciados de conformidad con las 
reglas del debido proceso legal (artículo 8 de la Convención), todo ello dentro 
de la obligación general a cargo de los mismos Estados de garantizar el libre y 
pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona 
que se encuentre bajo su jurisdicción. En este sentido, la Corte ha considerado 
que el debido proceso legal debe respetarse en el procedimiento administrativo y 
en cualquier otro procedimiento cuya decisión pueda afectar los derechos de las 
personas.

En lo que respecta a  pueblos indígenas, es indispensable que los Estados 
otorguen una protección  efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, 
sus características económicas y sociales, así como su situación de especial 
vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres (…).

1.1.  Existencia de un procedimiento efectivo para la reivindicación de tierras  
indígenas

a)  Proceso de reconocimiento de líderes
El  plazo   de  tres  años,   un  mes  y   tres  días  para   resolver  una  solicitud   

cuya complejidad era mínima, cuando el plazo  legal es de treinta días, desconoce 
el  principio del plazo razonable.  

b)  Proceso de reconocimiento de personería jurídica
El decreto mediante el cual  se reconoció la personería jurídica de la 

Comunidad fue emitido el 10 de  diciembre de 2001, es decir, tres años, seis 
meses y 19 días después (…).

La Corte considera que la  complejidad  de este procedimiento era  mínima 
y que el Estado no ha justificado la mencionada demora, en consecuencia,  el 
Tribunal la considera desproporcionada.

c)  Proceso administrativo de reivindicación de tierras
La Corte considera que el otorgamiento de  personería jurídica sirve para 

hacer operativos los derechos ya existentes de  las comunidades indígenas, que los 
vienen ejerciendo históricamente y no a  partir de su nacimiento como personas 
jurídicas. Sus sistemas de  organización política, social, económica, cultural y 
religiosa, y los derechos que ello apareja, como la designación de  sus propios 
líderes y el derecho a reclamar sus tierras tradicionales, son reconocidos no a 
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la persona jurídica que debe inscribirse para cumplir con un formalismo legal, 
sino a la comunidad en sí misma que la propia  Constitución paraguaya reconoce 
como  preexistente al Estado.

(…) Han transcurrido 11 años 8 meses y  12 días, y aún no se ha dado una 
solución definitiva al reclamo de los  miembros de la Comunidad Yakye Axa. (…)

(…) Este Tribunal considera que a pesar  de la demostrada complejidad del 
procedimiento  administrativo de reivindicación de tierras en el presente caso, 
las actuaciones de las autoridades estatales competentes no han sido compatibles 
con el principio del plazo razonable.Al respecto, el Convenio No. 169 de la  
OIT, incorporado al derecho interno paraguayo mediante la Ley No. 234/93, en 
su artículo 14.3 dispone que deberán instituirse procedimientos adecuados en 
el marco del sistema jurídico nacional para solucionar las reivindicaciones de  
tierras formuladas por los pueblos   interesados.

Esta norma internacional, en conjunción con los artículos 8 y 25 de la 
Convención Americana, obligan al Estado a ofrecer un recurso eficaz con las 
garantías del debido proceso a los miembros de las comunidades indígenas que 
les permita solicitar las reivindicaciones de tierras ancestrales, como garantía de 
su derecho a la propiedad comunal.

Por todo lo anteriormente expuesto, la Corte considera que el proceso  
administrativo seguido ante IBR en colaboración con el INDI desconoció el  
principio del plazo razonable consagrado en la Convención Americana. Además, 
el Tribunal observa que este procedimiento se mostró abiertamente inefectivo 
para atender las solicitudes de reivindicación de las tierras que los miembros 
de la Comunidad indígena Yakye Axa consideran como su hábitat ancestral y  
tradicional.  

De conformidad con el artículo 2 de la Convención deberán instituirse 
procedimientos adecuados en el marco del sistema jurídico nacional para 
procesar las  reivindicaciones de tierras de los pueblos indígenas interesados. Los 
Estados deberán establecer dichos  procedimientos a fin de resolver los reclamos 
de modo que estos pueblos tengan una posibilidad real de devolución de sus 
tierras. Para ello, la obligación general de garantía establecida en el artículo 
1.1 de dicho tratado impone a los Estados el deber de asegurar que los trámites 
de esos procedimientos sean accesibles y simples y que los órganos a su cargo 
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cuenten con las condiciones técnicas y materiales  necesarias para dar oportuna 
respuesta a las solicitudes que se les hagan en el marco de dichos procedimientos.  

En el presente caso, el Paraguay no ha  adoptado las medidas adecuadas 
de derecho interno necesarias para asegurar un  procedimiento efectivo que 
dé una solución definitiva a la reclamación  planteada por los  miembros de la  
Comunidad Yakye Axa, en los términos del párrafo anterior.

Por todo lo anteriormente expuesto, la  Corte considera que el procedimiento 
legal de reivindicación de tierras  instaurado por los miembros de la Comunidad 
Yakye Axa desconoció el principio  del plazo razonable y se mostró abiertamente 
inefectivo, todo ello en violación  de los artículos 8 y 25

1.2. Procedimiento penal  instaurado en contra de los miembros de la 
Comunidad
El Tribunal ha establecido que “el  esclarecimiento de si el Estado ha violado 
o no sus obligaciones internacionales por virtud de las actuaciones de sus 
órganos judiciales, puede conducir a que la Corte deba ocuparse de examinar 
los respectivos procesos internos”, para establecer su compatibilidad con 
la Convención Americana. A la luz de lo anterior, se deben considerar los 
procedimientos internos como un todo, incluyendo las decisiones de los 
tribunales de apelación.  La función del tribunal internacional es  determinar si la 
integralidad del procedimiento, inclusive la incorporación de  prueba, se ajustó 
a la Convención

La Corte considera, como lo ha hecho anteriormente, que la falta de un 
abogado defensor constituye una violación a las garantías judiciales establecidas 
en el artículo 8 de la Convención Americana. De igual forma, la Corte  
Interamericana ha señalado que el inculpado tiene derecho, con el objeto de  
ejercer su defensa, a examinar a los testigos que declaran en su contra y a su  
favor, así como el de hacer comparecer a personas que puedan arrojar luz sobre  
los hechos

En consecuencia, esta Corte considera que  en el presente caso el Estado 
violó el derecho de los miembros de la Comunidad  Yakye Axa a ser asistidos por 
un defensor de su elección. 119. Por todo lo anteriormente expuesto, el Tribunal 
considera que el Paraguay desconoció los derechos consagrados en los artículos 
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8.1, 8.2.d, 8.2.e, 8.2.f y 25 de la Convención  Americana, en concordancia con 
los artículos 1.1 y 2 de la misma, en perjuicio  de los miembros de la Comunidad 
indígena Yakye Axa.

En este sentido, esta Corte ha afirmado  que al dar interpretación a un 
tratado no sólo se toman en cuenta los acuerdos  e instrumentos formalmente 
relacionados con éste (inciso segundo del artículo  31 de la Convención de Viena), 
sino también el sistema dentro del cual se  inscribe (inciso tercero del artículo 31 
de dicha Convención).

En el presente caso, al analizar los  alcances del citado artículo 21 de la 
Convención, el Tribunal considera útil y  apropiado utilizar otros tratados 
internacionales distintitos a la Convención  Americana, tales como el Convenio 
No. 169 de la OIT, para interpretar sus  disposiciones de acuerdo a la evolución 
del sistema interamericano, habida  consideración del desarrollo experimentado 
en esta materia en el Derecho  Internacional de los Derechos Humanos.

La cultura de los miembros de las  comunidades indígenas corresponde a 
una forma de vida particular de ser, ver y  actuar en el mundo, constituido a partir 
de su estrecha relación con sus  territorios tradicionales y los recursos que allí se 
encuentran, no sólo por  ser estos su principal medio de subsistencia, sino además 
porque constituyen un  elemento integrante de su cosmovisión, religiosidad y, por 
ende, de su  identidad cultural.

En consecuencia, la estrecha vinculación  de los pueblos indígenas sobre 
sus territorios tradicionales y los recursos  naturales ligados a su cultura que ahí 
se encuentren, así como los elementos incorporales  que se desprendan de ellos, 
deben ser salvaguardados por el artículo 21 de la  Convención Americana.  Al 
respecto, en  otras oportunidades, este Tribunal ha considerado que el término 
“bienes”  utilizado en dicho artículo 21, contempla “aquellas  cosas materiales 
apropiables, así como todo  derecho que pueda formar parte del patrimonio de 
una persona; dicho concepto  comprende todos los muebles e inmuebles, los 
elementos corporales e  incorporales y cualquier otro objeto inmaterial susceptible 
de tener un valor”.

La garantía del derecho a la propiedad  comunitaria de los pueblos indígenas 
debe tomar en cuenta que la tierra  está estrechamente relacionada con sus  
tradiciones y expresiones orales, sus costumbres y lenguas, sus artes y  rituales, 
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sus conocimientos y usos relacionados con la naturaleza, sus artes culinarias,  
el derecho consuetudinario, su vestimenta, filosofía y valores. En función de 
su entorno, su integración con la naturaleza y su historia,  los miembros de las 
comunidades indígenas transmiten de generación en  generación este patrimonio 
cultural  inmaterial, que es recreado constantemente por los miembros de las 
comunidades  y grupos indígenas.

Si bien el Paraguay reconoce el derecho a  la propiedad comunitaria en su 
propio ordenamiento, no ha adoptado las medidas  adecuadas de derecho interno 
necesarias para garantizar el uso y goce efectivo  por parte de los miembros de 
la Comunidad Yakye Axa de sus tierras  tradicionales y con ello ha amenazado 
el libre desarrollo y transmisión de su  cultura y prácticas tradicionales, en los 
términos señalados en el párrafo  anterior.  

Una de las obligaciones que  ineludiblemente debe asumir el Estado en su 
posición de garante, con el  objetivo de proteger y garantizar el derecho a la vida, 
es la de generar las  condiciones de vida mínimas compatibles con la dignidad de 
la persona humana y  a no producir condiciones que la dificulten o impidan.  En 
este sentido, el Estado tiene el deber  de  adoptar medidas positivas, concretas  y 
orientadas a la satisfacción del derecho a una vida digna, en especial cuando  se 
trata de personas en situación de vulnerabilidad y riesgo, cuya atención se  vuelve 
prioritaria.

Conclusiones y resoluciones de la Corte 

El Estado violó los derechos a las Garantías Judiciales y a la Protección Judicial 
consagrados en los artículos 8 y 25, respectivamente, de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, en relación con  los artículos 1.1. y 2 de la misma, en 
perjuicio de los miembros de la Comunidad indígena Yakye Axa.

El Estado violó el derecho a la Propiedad consagrado en el artículo 21 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los artículos 
1.1 y 2 de la misma, en perjuicio de los miembros de la Comunidad indígena 
Yakye Axa. 


